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indubitadamente estimatorio de los recursos ante el mis-
mo planteados.

9. El Fiscal insta la denegación del amparo en su
escrito de 20 de marzo de 1997. La razón de esta pre-
tensión estriba, luego de reconocer que el interesado
debió ser emplazado personal y directamente en el pro-
ceso a quo, y que, una vez admitida su personación,
la falta de traslado del escrito de demanda reviste, prima
facie, la apariencia de conculcación del art. 24.1 C.E.,
concluye, a la vista de la Sentencia de 14 de noviembre
de 1995 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, anulatoria
de la oferta de empleo público dispuesta en su momento
por el Gobierno regional, que al recurrente en amparo
no le ha sido inferida una lesión de índole material, por
cuanto la lógica del pronunciamiento judicial expresado,
al ordenar la inclusión en la pertinente oferta de empleo
público de las plazas ocupadas por el personal interino,
conduce a la desestimación de la pretensión hecha valer
por el hoy actor, a saber, la corrección del procedimiento
restringido cuya impugnación está en la base de este
proceso de amparo.

Asimismo, solicita el representante del Ministerio
público la acumulación, o, al menos, su tramitación para-
lela, del presente al recurso de amparo núm. 3.845/95,
así como, en idénticos términos, a aquellos que, inter-
puestos por otros recurrentes, traen causa del mismo
procedimiento selectivo que está en la base del proceso
a quo.

10. Por providencia de 25 de junio de 1998, se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 29 siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de este proceso de amparo coincide
en sus trazos esenciales con el que fue enjuiciado por
esta misma Sala en la STC 96/1998. En términos de
economía y comodidad sería, pues, suficiente aquí y aho-
ra con un reenvío a ella para hacer saber a todos el
fundamento de ésta. Sin embargo, en un punto medio,
entre la transcripción integra de la Sentencia anterior
y la remisión sin más, conviene a la ocasión ofrecer el
fundamento medular o ratio decidendi de aquella que
nos sirve de precedente.

2. Entonces, como ahora, «según se desprende de
las circunstancias concurrentes en el presente supuesto,
el interesado, a diferencia de lo que acaecía en el recurso
de amparo núm. 3.845/95, tuvo oportunidad de con-
testar a la demanda y, en consecuencia, oponerse a los
motivos en los que basaba la pretensión de anulación
de las convocatorias que habían instrumentado el pro-
cedimiento selectivo de carácter restringido (excepcio-
nal, singular y único, en la caracterización del recurrente)
establecido por el núm. uno de la Disposición transitoria
sexta de la Ley 4/1993, aun cuando no pudiera formular
las pertinentes alegaciones en relación con el allana-
miento de la Administración. Un allanamiento, por otro
lado, que no se erige en única ratio de la estimación
del recurso contencioso-administrativo ex art. 89.1 y 2
L.J.C.A., antes bien, en el cuerpo del razonamiento des-
plegado por el órgano judicial se inserta como un argu-
mento más, junto a los de la previa anulación de la oferta
de empleo público de que traían causa las convocatorias
atinentes al hoy actor, convocatorias que, asimismo,
habían sido anuladas por el órgano a quo en el momento
de dictarse el fallo controvertido. En otros términos, no
cabe sostener que en el presente caso el principio de
contradicción (SSTC 201/1987, 53/1992, 18/1996),
trasunto del de defensa (SSTC 48/1984, 31/1989),
haya sido excluido frontal y absolutamente, hasta el pun-

to de colocar al interesado en una situación de inde-
fensión material (por todas, STC 140/1997, fundamento
jurídico 2.o), lesiva del derecho a un proceso con todas
las garantías ex art. 24.2 C.E.».

En consecuencia, no ha lugar al amparo que se pide.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintinueve de junio de mil nove-
cientos noventa y ocho.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rubricados.

18258 Sala Segunda. Sentencia 140/1998, de 29
de junio de 1998. Recurso de amparo
3.780/1996. Contra presuntas dilaciones
indebidas en la tramitación de diligencias pre-
vias tramitadas por el Juzgado de Instrucción
núm. 4 de Bilbao. Supuesta vulneración del
derecho a un proceso sin dilaciones indebidas:
invocación tardía del derecho invocado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.780/96, interpuesto
por la mercantil «Auxiliar de Combustibles, S. A.», repre-
sentada por el Procurador de los Tribunales don Eduardo
Morales Price y bajo la dirección del Letrado don Joan
A. Solsona Camps, por presuntas dilaciones indebidas
en la tramitación de las diligencias previas que con el
núm. 1.316/92 se tramitaron por el Juzgado de Ins-
trucción núm. 4 de Bilbao (Vizcaya). Han sido parte en
el proceso don Ignacio Irala Rodríguez, representado por
el Procurador de los Tribunales don José de Murga Rodrí-
guez y asistido del Letrado don Francisco Javier Alberdi
Baranguán, y doña Josefa Carol Navarro, representada
por la Procuradora de los Tribunales doña Marta Ortega
Cortina y asistida del Letrado Sr. Solsona Camps. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Magistrado don Julio Diego González Campos, quien
expresa el parecer de la Sala.
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I. Antecedentes

1. Con fecha 22 de octubre de 1996 tuvo entrada
en el Registro general de este Tribunal escrito del Pro-
curador de los Tribunales don Eduardo Morales Price
por medio del cual, y en representación de la mercantil
«Auxiliar de Combustibles, S. A.», se interponía recurso
de amparo por presuntas dilaciones indebidas en la tra-
mitación de las diligencias previas que con el núm.
1.316/92 se tramitaron por el Juzgado de Instrucción
núm. 4 de Bilbao (Vizcaya).

2. Los hechos que fundamentan la demanda de
amparo, brevemente expuestos, son los siguientes:

A) El 19 de junio de 1992, la ahora demandante
de amparo interpuso querella criminal contra don Ignacio
Irala Rodríguez, basada en supuestos delitos de falsedad
en documento público y estafa y de la que correspondió
conocer al Juzgado de Instrucción núm. 4 de Bilbao,
que la tramitó como diligencias previas núm. 1.316/92.

B) Admitida a trámite la querella, y tras diversos
trámites, el 9 de enero de 1993 el Juzgado dictó Auto
de sobreseimiento libre, por no considerar el hecho cons-
titutivo de delito. No obstante, recurrido en apelación,
dicho Auto fue revocado por otro de la Sección Quinta
de la Audiencia Provincial de Vizcaya, de fecha 30 de
junio siguiente, ordenando la continuación del procedi-
miento para que se practicaran determinadas diligencias,
luego ordenadas por el Juzgado por providencias de 9
de noviembre de 1993; 28 de enero, 13 de febrero,
27 de marzo, y 17 de diciembre de 1994, y 17 de
febrero y 5 de mayo de 1995.

C) El 31 de enero de 1996, la recurrente dirigió
escrito al Juzgado solicitando la ampliación de la querella
para incluir en la misma a don Ignacio Alonso Gómez,
anteriormente testigo en la causa. Por providencia de
6 de agosto siguiente, el Juzgado acordó, antes de resol-
ver sobre la ampliación solicitada, requerir de la repre-
sentación de la querellante la aportación de determi-
nados documentos, requerimiento luego reiterado por
nuevo proveído de 17 de septiembre, al haber sido sus-
tituido el anterior representante procesal de la que-
rellante.

D) A dicho requerimiento se dio respuesta por escri-
to de 27 de septiembre ulterior, en el que, además, se
denunciaba la existencia de dilaciones indebidas en el
procedimiento por no haberse dado aún respuesta a la
solicitud de ampliación de querella, solicitando resolu-
ción sobre la misma en breve plazo y anunciando, en
caso contrario, la interposición de recurso de amparo
ante el Tribunal Constitucional. Tal interposición, efec-
tivamente, se llevó a cabo en la fecha ya referida, veinte
días hábiles después de que se presentara tal escrito.

3. A juicio de la recurrente, tales datos ponen de
relieve la existencia de dilaciones indebidas en el pro-
cedimiento, que se imputan a la globalidad del proce-
dimiento, iniciado en 1992 sin que más de cuatro años
después hubiera pasado de la fase procesal inicial, y
específicamente a la falta de respuesta al escrito de
ampliación de querella (31 de enero de 1996) pese a
la denuncia de dilaciones formulada en el ulterior escrito
de 27 de septiembre, todo ello en causa penal que no
presenta a su juicio complejidad específica alguna (STC
223/1988), por lo que, en definitiva, suplica se le reco-
nozca su derecho a no padecer dilaciones indebidas,
poniéndose fin a la instrucción de la causa, así como
que se declare su derecho a percibir la indemnización
prevista en los arts. 292 y 296 L.O.P.J.

4. Tras requerir del Juzgado la remisión de testi-
monio de las actuaciones judiciales y una vez exami-
nadas las mismas, la Sección Tercera del Tribunal, por
providencia de 20 de marzo de 1997, acordó admitir
a trámite el recurso y solicitar del Juzgado de Instrucción
núm. 4 de Bilbao el emplazamiento de quienes, con
exclusión de la recurrente, hubieran sido parte en el
procedimiento.

5. Por sucesivas providencias de 15 de julio y 30
de octubre de 1997, la misma Sección Tercera acordó
tener por personados y parte en el proceso a don Ignacio
Irala Rodríguez y doña Josefa Carol Navarro. En esta
última la Sección acordó, además, otorgar a las partes
personadas y al Fiscal plazo común de veinte días a
fin de que presentaran cuantas alegaciones estimasen
pertinentes en orden a la concesión o no del amparo
pretendido.

6. El siguiente 19 de noviembre fueron presentadas
las alegaciones de la recurrente, en las que, tras reiterar
los hechos denunciados, precisa el suplico de su deman-
da solicitando ahora se declare la vulneración de su dere-
cho al proceso sin dilaciones indebidas, «ordenando al
órgano judicial instructor de la causa a que practique
las diligencias necesarias para la adopción de las reso-
luciones previstas en el art. 789 de la Ley de Enjuicia-
miento, y, finalmente, se declare el derecho del recurren-
te a la indemnización prevista en el art. 121 C.E., por
conducta culposa del órgano judicial».

Su coadyuvante, la Sra. Carol Navarro, en escrito que
tuvo entrada en este Tribunal el 18 de noviembre, se
adhiere a la demanda de amparo, «que se debe concretar
en reconocer que tiene derecho a que el Juzgado de
Instrucción núm. 4 de Bilbao practique las diligencias
pertinentes para finalizar la instrucción (...) en la forma
que corresponda», según sus propios términos, conclu-
yendo en términos idénticos a los empleados en las ale-
gaciones presentadas a nombre de la inicial recurrente.

7. El siguiente día 26 tuvieron acceso al Registro
de este Tribunal las alegaciones presentadas en nombre
de don Ignacio Irala Rodríguez, que comienzan por recor-
dar el inicial archivo de la querella, luego reabierta para
la práctica de unas sencillas diligencias inexplicablemen-
te retardadas, a su juicio, en claro perjuicio del entonces
querellado, situación que entiende mantenida interesa-
damente por la sociedad querellante, sociedad ya extinta
según certificación registral que se aporta. Es entonces,
sigue relatando el que fuera querellado, cuando se pre-
senta una «nueva querella» en nombre de doña Josefa
Carol, sobre cuyo sentido final se realizan varias con-
sideraciones que llevan a concluir a dicha parte, en defi-
nitiva, que nos encontramos en presencia de una querella
sólo pendiente de la declaración de un testigo y con
la querellante desaparecida, lo que debería llevar al archi-
vo de las actuaciones penales.

8. El Fiscal, por su parte, tras exponer los antece-
dentes del caso, centra su examen en determinar si con-
curren las circunstancias de que la dilación responda
a la complejidad del litigio o a la normal de pleitos de
igual naturaleza, extendiendo su análisis a la conducta
tanto de la demandante de amparo como del órgano
judicial. Tras constatar la existencia en las actuaciones
de períodos de inactividad que, en su cómputo, suman
veintiséis meses, niega que el litigio posea complejidad
específica alguna, ni que la duración del mismo se corres-
ponda con la normal en pleitos de su naturaleza, pasando
a destacar a continuación la absoluta colaboración de
la recurrente con la instrucción, sin que en ningún
momento se haya contribuido a entorpecer la marcha
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de la misma. Por último, y en cuanto al actuar del órgano
judicial, éste se califica por sí mismo, a juicio del Fiscal,
por la suma de períodos de inactividad ya señalado. En
definitiva, el Fiscal interesa del Tribunal que dicte Sen-
tencia otorgando el amparo, lo que debe conllevar «la
correspondiente exhortación al órgano judicial para la
aceleración y pronta terminación de la causa».

9. Por diligencia de 25 de marzo de 1998, el Secre-
tario de Justicia hace constar que observándose en las
actuaciones remitidas la omisión de los folios núms. 845
a 847, se acuerda por la Sección se interese del Juzgado
la remisión por medio de fax de copia de dichos folios,
lo que se realiza a continuación.

La ulterior providencia de 26 de marzo acordó, a la
vista de las alegaciones formuladas en nombre del Sr.
Iraza, dar traslado a las partes de los folios 845 y 846
de las actuaciones judiciales, relativos a la disolución
de la sociedad recurrente y anteriormente omitidos, para
que por plazo común de diez días alegaran lo que esti-
masen oportuno sobre el contenido de los mismos:

A) A este respecto, la representación de la recurren-
te entiende que la cancelación ope legis de los asientos
registrales a ella relativos en virtud de la Disposición
transitoria sexta, párrafo 2.o, de la Ley de Sociedades
Anónimas (L.S.A.), no supone sino la aplicabilidad a la
misma de las reglas relativas a las sociedades irregulares,
por lo que, de conformidad con el art. 16.2 L.S.A., «si
la sociedad ha iniciado o continúa sus operaciones se
aplicarán las normas de la sociedad colectiva o, en su
caso, las de la sociedad civil», de modo que, de con-
formidad con la Resolución de la Dirección General de
los Registros y del Notariado (D.G.R.N.) de 5 de marzo
de 1996, tal sociedad mantiene su personalidad jurídica
y podrá ser reactivada en cualquier momento, según
constante doctrina. En último término, producida de ofi-
cio la cancelación de todos los asientos, los socios de
la inicial recurrente se habrían subrogado en la totalidad
de los activos de la sociedad, lo que supondría, en defi-
nitiva, un caso de sucesión procesal regular que impli-
caría la concesión a los socios de plazo para que com-
parecieran en el presente proceso.

B) La representación de la Sra. Carol, por su parte,
entiende que el recurso de amparo debe continuar su
trámite dada su propia cualidad de parte en el mismo
y su legitimación para interesar la continuación del pre-
sente recurso, con independencia de la cancelación de
los asientos que afectaban a la inicial recurrente.

C) El escrito de alegaciones del Sr. Irala se limita
a señalar que la sociedad querellante en los autos que
dieron origen al presente proceso dejó de tener actividad
sustancial alguna en 1988, así como a calificar de autén-
tico fraude procesal la actuación de la querellante, «o
más bien los que detrás de ella se escudan», en el pro-
ceso penal.

D) El Fiscal, por último, centrando su análisis exclu-
sivamente en la repercusión de la disolución de la socie-
dad en el presente recurso, entiende de aplicación, por
remisión del art. 80 LOTC, de las normas de la Ley de
Enjuiciamiento Civil relativas a la comparecencia en juicio
y, más en concreto, de las relativas a la «muerte del
actor». No obstante, entiende el Fiscal que no aparece
probada la pérdida de representación del Procurador ni
la disolución material de la sociedad, toda vez que no
consta en la certificación registral la fecha de disolución.
En todo caso, la realidad registral no obsta para que
los administradores de la sociedad en liquidación
emprendan acciones en defensa de la sociedad ya disuel-
ta. En suma, afirma el Fiscal que no existe causa legal
que impida la continuación del recurso de amparo, por

lo que interesa la continuación de la tramitación del pre-
sente recurso hasta que sea dictada la correspondiente
Sentencia.

10. Por providencia de 25 de junio de 1998 se fijó
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 29 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión planteada en el presente proceso es
la de determinar si, como pretende la entidad recurrente
con apoyo tanto de su coadyuvante como del Fiscal,
en la tramitación de las diligencias previas núm.
1.316/92 por el Juzgado de Instrucción núm. 4 de los
de Bilbao se produjo o no vulneración del derecho a
un proceso sin dilaciones indebidas (art. 24.2 C.E.), habi-
da cuenta tanto de la duración global del procedimiento
en curso —que en el momento de la interposición de
la demanda de amparo había superado los cuatro años
sin que hubiera concluido el período instructorio—, como,
en particular, del hecho de que el escrito de ampliación
de querella presentado por la misma recurrente en fecha
31 de enero de 1996, resultara sin proveer en la fecha
de interposición de la demanda de amparo, el siguiente
22 de octubre, y ello a pesar de que en otro escrito
presentado al Juzgado el 27 de septiembre, siempre
de 1996, se denunciara la indebida dilación que se venía
padeciendo.

2. Antes de entrar en el examen del fondo del asun-
to, resulta preciso despejar la duda relativa a si la diso-
lución de pleno derecho (Disposición transitoria sexta,
párrafo 2.o, L.S.A., según texto refundido aprobado por
Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciem-
bre), de la sociedad recurrente, según certificación del
Registrador Mercantil de Vizcaya de 29 de noviembre
de 1996 obrante en la actuaciones judiciales al folio
846, arroja alguna consecuencia en orden a la proce-
dencia de continuar la tramitación y resolución de fondo
del presente recurso, tal y como alegara quien fuera
querellado en el proceso de origen.

La resolución de este extremo, sustancialmente de
legalidad ordinaria, pasa por determinar si dicha diso-
lución, que tuvo lugar antes de que fuera iniciado el
presente proceso constitucional —concretamente, el 31
de diciembre de 1995, según previera la Disposición
transitoria citada—, posee efectos tan radicales como
para calificar de inexistente a la entidad recurrente, que
por esto mismo carecería de personalidad y de legiti-
mación algunas para emprender cualesquiera acciones,
o si, por el contrario, los peculiares efectos de dicha
disolución implican, muy en resumen, su intrascendencia
en orden a la tramitación del presente proceso.

Pues bien, a los solos efectos de despejar la duda
de procedibilidad planteada, parece aceptado (Resolu-
ciones de la Dirección General de los Registros y del
Notariado de 29 y 31 de mayo, 5, 10 18 y 27 de junio,
todas de 1996, etc.), que tal disolución de pleno Derecho
«respeta la persistencia de (la) personalidad jurídica»
(ibid., fundamento 2) de la sociedad anónima así disuelta,
bien que transitoriamente hasta la conclusión del pro-
ceso de liquidación de la misma, de modo que su extin-
ción propiamente dicha no se producirá hasta el com-
pleto agotamiento de todas las relaciones jurídicas pen-
dientes, y ello con independencia de que, como parece,
la disolución por ministerio de la Ley implique o no la
transformación de la sociedad hasta entonces anónima
en sociedad colectiva o en sociedad civil (art. 16.2 L.S.A.),
pues lo único relevante a nuestros efectos es la con-
clusión de que la disolución no privará a tal sociedad
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de su personalidad, y con ella de la capacidad para ser
parte en cualquier tipo de procesos, incluido el cons-
titucional de amparo. Tal es justamente el caso presente,
en la medida en que su legitimación para accionar en
vía de amparo nace de su condición de parte en un
proceso penal, que trae causa de su actividad ordinaria
previa a la disolución. Por todo ello, en definitiva, es
procedente entrar en el examen del fondo de la demanda
de amparo, resultado éste que no tiene por qué alterarse
a pesar de la anómala circunstancia de haber compa-
recido la recurrente ante este Tribunal sin advertir del
carácter irregular de su propia existencia jurídica.

3. Entrando ya en la resolución del fondo de la queja
planteada, tiene declarado este Tribunal reiteradamente
que el derecho fundamental invocado, consagrado en
el art. 24.2 C.E. en términos muy similares a los del
art. 14.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos y a los del art. 6.1 C.E.D.H., no consiste en
la exigencia constitucional de que las resoluciones judi-
ciales sean dictadas dentro del plazo procesal legalmente
fijado, sino en que lo fueran «en plazo razonable» (STC
36/1984). Pues bien, en la determinación de qué cir-
cunstancias permiten establecer cuándo nos encontra-
mos dentro o fuera de dicho plazo, conviene destacar
—como nos recuerda el Fiscal y resulta de muy nume-
rosas resoluciones anteriores— la complejidad del litigio,
la duración normal o acostumbrada de litigios de la mis-
ma naturaleza, la actividad del órgano judicial en el
supuesto concreto considerado y, por último, la conducta
del propio recurrente de amparo, al que le es exigible
una conducta procesal diligente (SSTC 152/1987,
233/1988, 128/1989, 197 y 313/1993, etc.; SSTC
195/1997, 21 y 78/1998, entre las más recientes),
además de la previa invocación ante el órgano judicial
actuante de la existencia de las dilaciones denunciadas,
pues de otro modo se vulnera el principio de subsidia-
riedad que informa la totalidad del proceso constitucional
de amparo (SSTC 145/1995 y 136/1997, también
entre las últimas que hacen referencia a esta particular
exigencia).

Específicamente sobre la exigencia que acabamos de
enunciar, tiene definida este Tribunal la necesidad de
denunciar previamente el retraso o dilación, con cita
expresa del precepto constitucional, con el fin de que
el Juez o Tribunal pueda reparar —evitar— la vulneración
que se denuncia (...). Esta queja o denuncia ante el Juez
(...) no implica ni supone un simple requisito formal, ni
tampoco, y por sí sólo, una prueba de la diligencia de
la parte interesada, sino, lo que es más importante, una
colaboración del interesado en la tarea judicial de la
eficaz tutela a que obliga el art. 24 C.E. y por la cual,
poniéndose de manifiesto al órgano judicial su inacti-
vidad, se le da ocasión y oportunidad para reparar la
vulneración que se acusa (STC 73/1992, fundamentos
jurídicos 2.o y 3.o).

4. La aplicación de la anterior doctrina al supuesto
planteado lleva directamente a denegar el amparo pre-
tendido. En efecto, las afirmaciones que acabamos de
reiterar no se limitan a recordar la exigencia procesal
establecida en el art. 44.1 c) LOTC y relativa a la previa
invocación en la vía judicial ordinaria del derecho fun-
damental luego invocado en la demanda constitucional
de amparo, como exigencia de admisibilidad a trámite
de la demanda que responde al principio de subsidia-
riedad. Antes bien, esa exigencia de una eficaz cola-
boración de la parte recurrente en poner de manifiesto
la indebida dilación, y con ello contribuir a evitar que
se llegue a vulnerar el derecho fundamental citado, per-
tenece a la propia definición del contenido constitucio-

nalmente garantizado de ese derecho fundamental. Para
que existan dilaciones indebidas, procesalmente veda-
das y protegibles en este proceso constitucional, es exi-
gible que quien invoca ese derecho fundamental observe
una conducta de diligente colaboración en la tempo-
ránea administración de la Justicia. De no hacerlo así,
puede no concurrir la causa de inadmisibilidad de la
demanda consistente en la no invocación en la vía judi-
cial del derecho fundamental supuestamente vulnerado
[art. 44.1 c) LOTC], pero tampoco podrá considerarse
que quien aduce la vulneración del derecho mantuvo
la específica diligencia procesal que ese mismo derecho
exige a quien pretende ampararse en él.

Pues bien, la consideración de las circunstancias que
precedieron a la presentación de la demanda en el pre-
sente proceso constitucional conduce a la desestimación
que venimos anunciando. Es claro que, a pesar de la
muy dilatada tramitación del asunto —originado por una
querella presentada en junio de 1992 y que entrado
ya el otoño de 1996 no había visto concluir la fase ins-
tructoria, y a pesar de que previamente mediara un sobre-
seimento luego revocado por la Sala de apelación—, sólo,
con fecha 27 de septiembre de 1996 se puso de mani-
fiesto ante el Juzgado por la parte ahora recurrente la
posible vulneración del derecho fundamental a no pade-
cer dilaciones indebidas. En el ínterin es cierto que la
ahora recurrente no opuso traba alguna a la pronta sus-
tanciación de las actuaciones instructorias, pero tam-
poco desplegó la actividad de diligente colaboración y
denuncia de posibles dilaciones que nuestra jurispruden-
cia exige. Por ello, todo el período que media entre la
iniciación del proceso y la primera denuncia de las posi-
bles dilaciones resulta irrelevante para enjuiciar si existió
o no vulneración del derecho fundamental que sustenta
la demanda de amparo.

Así las cosas, el que entre esa primera denuncia —de
fecha 27 de septiembre de 1996— y la presentación
de la demanda de amparo —22 de octubre del mismo
año— mediaran justamente veinte días hábiles (plazo fija-
do a otros efectos en el art. 44.2 LOTC), permite llegar
a la conclusión de que esos veinte días no suponen un
exceso sobre un «plazo razonable» de respuesta a la
queja planteada ante el propio juzgador ordinario, máxi-
me si se considera la desmesura relativa entre una ins-
trucción dilatada por más de cuatro años sin que mediara
denuncia de dilaciones y la presentación del recurso de
amparo a los veinte días hábiles exactos de que aquélla
fuera hecha patente ante su primer juzgador. El con-
tenido constitucionalmente garantizado del derecho
invocado no llega tan lejos, como queda dicho, como
para que en cualquier momento, y mucho después de
que en el propio proceso hayan existido dilaciones
mucho más significativas —como el Fiscal nos pone de
manifiesto—, sea poco menos que inmediatamente acce-
sible la tutela de este Tribunal; no al menos sin que,
previamente, se haya dado a la jurisdicción ordinaria
la posibilidad de que, en plazo razonable, sea remediada
la denunciada dilación. La imputación a un órgano judi-
cial de vulnerar los derechos fundamentales de los ciu-
dadanos obliga a una paralela diligencia de los parti-
culares afectados en la pronta, eficaz y efectiva pres-
tación de la tutela judicial que la Constitución no sólo
protege, sino que exige.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintinueve de junio de mil nove-
cientos noventa y ocho.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rubricados.

18259 Sala Segunda. Sentencia 141/1998, de 29
de junio de 1998. Recurso de amparo
2.018/1997. Contra Autos de la Sala de lo
Penal de la Audiencia Nacional que declararon
procedente la extradición del recurrente, soli-
citada por las autoridades italianas para la eje-
cución de las penas impuestas al mismo. Vul-
neración del derecho a un proceso con todas
las garantías: exigencia de publicidad de las
normas aplicadas.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver i Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.018/97, interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Luis José García
Barrenechea, en nombre y representación de don Hugo
Bernardo Borgobello Luzuriaga, y bajo la dirección letra-
da de doña Amalia Fernández Doyague, contra el Auto
núm. 23/1997 del Pleno de la Sala de lo Penal de la
Audiencia Nacional, de fecha 21 de abril de 1997. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Carles Viver i Pi-Sunyer, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Juzgado de
Guardia el 12 de mayo de 1997, el Procurador de los
Tribunales don Luis José García Barrenechea, en nombre
y representación de don Hugo Bernardo Borgobello Luzu-
riaga, y bajo la dirección letrada de doña Amalia Fer-
nández Doyague, interpuso recurso de amparo, contra
el Auto del que se hace mérito en el encabezamiento.

2. Los hechos más relevantes que se desprenden
de la demanda y documentos aportados son, en síntesis,
los siguientes:

a) El día 28 de febrero de 1990, como consecuencia
de unos disparos, resultó muerta doña Montserrat Martí
Navarro en la ciudad italiana de Milán. A raíz de esos

hechos se inició un proceso penal por los delitos de
homicidio y tenencia ilícita de armas en dicho país contra
el ciudadano de nacionalidad argentina don Hugo Ber-
nardo Borgobello, nacido en Las Heras/Mendoza (Ar-
gentina), hoy recurrente de amparo. La orden de deten-
ción cursada contra él no pudo ser cumplida, porque
no fue hallado. El recurrente no prestó nunca declaración
en la causa. Su esposa designó a un Letrado, don Giu-
seppe López quien asumió la defensa del recurrente des-
de el día 6 de junio de 1990.

b) El día 21 de septiembre de 1990 el Letrado apor-
tó al Tribunal italiano un escrito redactado en castellano
por el señor Borgobello, junto con la traducción al ita-
liano, que contenía la versión de éste de lo sucedido.
El 28 de diciembre del mismo año se depositó en la
Secretaría del Tribunal el nombramiento del citado Abo-
gado y la designación del domicilio de éste a efectos
de citaciones, firmada por el señor Borgobello, firma
autentificada por su esposa. En este escrito se autorizaba
al Abogado para que impugnara, en su caso, la posible
Sentencia condenatoria, otorgándole poder especial al
efecto.

c) Celebrado el juicio en rebeldía del señor Borgo-
bello los días 8 y 9 de enero de 1991, recayó Sentencia
el mismo día 9 por la que se le condenaba como autor
de un delito de homicidio a la pena de diecisiete años
de prisión y como autor de un delito de tenencia ilícita
de armas a la pena de dos años de prisión y multa de
un millón de liras.

d) Interpuesto recurso de apelación, la audiencia se
celebró el 30 de abril de 1991, sin que compareciera
el condenado que continuaba en situación de rebeldía,
pero con la presencia de su Letrado. Por Sentencia de
la misma fecha, el Tribunal de Apelación desestimó el
recurso y confirmó la resolución impugnada.

e) El 20 de junio de 1991 el Letrado don Giuseppe
López formalizó el recurso de casación, que fue inad-
mitido por Sentencia del Tribunal de Casación de 24
de octubre de 1991, por lo que la condena devino en
aquel momento firme.

f) La Fiscalía de la República ante el Tribunal de
Milán emitió la Orden Internacional de Detención
núm. 2.002/91, contra el ahora recurrente de amparo
el 16 de enero de 1992.

g) En España, con fecha 30 de enero de 1996, el
Servicio de INTERPOL de la Dirección General de la Poli-
cía participó al Juzgado Central de Instrucción núm. 3,
en funciones de guardia, la detención en Valencia del
señor Borgobello y la iniciación de diligencias, con fines
de extradición, para el cumplimiento de la condena
impuesta, a instancias de la República Italiana.

h) Decretada por dicho Juzgado la prisión provisio-
nal incondicional el 31 de enero de 1996, se concedió
un plazo de cuarenta días a las autoridades italianas
para que formalizaran la demanda de extradición. Por
Auto, de 22 de febrero de 1996, se decretó la libertad
sin fianza del reclamado.

i) Mediante nota verbal fechada el 8 de marzo
de 1996 la Embajada de Italia en Madrid, presentó la
demanda de extradición, acompañada de la correspon-
diente documentación, para la ejecución de las penas
impuestas por los delitos de homicidio y tenencia ilícita
de armas.

j) El Consejo de Ministros, en su reunión del 28
de marzo de 1996, acordó la continuación del proce-
dimiento de extradición, lo que se comunicó a la Pre-
sidencia de la Audiencia Nacional.

k) Continuado el expediente de extradición en vía
judicial, el recurrente se opuso a la entrega solicitada
por Italia. Por su parte el Ministerio Fiscal emitió un infor-


